
INGRESO MÍNIMO VITAL 
(Informativo Cáritas Parroquia San José) 

Los siguientes requisitos deben cumplirse tanto en el momento de la 
presentación de la solicitud como de sus revisiones, y mantenerse al 
dictar la resolución y durante el tiempo de la percepción de la 
prestación: 

1. Tener residencia en España: 
 
Los beneficiarios individuales o miembros de una unidad de convivencia 
deben tener residencia legal y efectiva en España de forma continuada e 
ininterrumpida durante al menos el año anterior a presentar la solicitud. No 
se exige el plazo de un año a: 

o Los menores incorporados a la unidad de convivencia por 
nacimiento, adopción, reagrupación familiar de hijos e 
hijas, guarda con fines de adopción o acogimiento familiar 
permanente. 

o Las personas víctimas de trata de seres humanos y de 
explotación sexual. 

o Las mujeres víctima de violencia de género. 
 

2. Estar en situación de vulnerabilidad económica: 

Para determinar la situación de vulnerabilidad económica se toma en 
consideración la capacidad económica de la persona solicitante individual o 
de la unidad de convivencia, computando los recursos de todos sus 
miembros. 

Este requisito se cumple cuando el promedio mensual de ingresos y rentas 
anuales computables del ejercicio anterior sea inferior al menos en 10 euros 
a la cuantía mensual garantizada por el ingreso mínimo vital que 
corresponda según la modalidad y el número de miembros de la unidad de 
convivencia. Computará como ingreso el importe de las pensiones y 
prestaciones, contributivas o no contributivas, públicas o privadas. 

No se considera en situación de vulnerabilidad económica la persona 
beneficiaria individual que sea titular de un patrimonio neto, sin incluir la 
vivienda habitual, valorado en un importe igual o superior a tres veces la 
cuantía correspondiente de renta garantizada por el ingreso mínimo vital 
para una persona beneficiaria individual. En 2023 esto equivale a 20.353,62 
euros. 

Cuando se trate de unidades de convivencia, no se considera en situación 
de vulnerabilidad económica cuando sean titulares de un patrimonio, sin 
incluir la vivienda habitual, valorado en un importe igual o superior al que se 
indica en esta tabla en función del tamaño y configuración de la unidad de 
convivencia. 

Se establece un complemento de ayuda para la infancia para aquellas 
unidades de convivencia que incluyan menores de edad entre sus 
miembros. El reconocimiento de este complemento está sujeto a que en el 
ejercicio inmediatamente anterior al de la solicitud los ingresos 
computables sean inferiores al 300% de la cuantía garantizada por el 
ingreso mínimo vital y el patrimonio neto sea inferior al 150% de los límites 
señalados anteriormente, siempre que se cumpla el límite de activos no 
societarios indicado. 

Tampoco se consideran en situación de vulnerabilidad económica, con 
independencia de la valoración del patrimonio, las personas beneficiarias 
individuales o las personas que se integren en una unidad de convivencia en 
la que cualquiera de sus miembros sea administrador de derecho de una 
sociedad mercantil que no haya cesado en su actividad. 

La percepción de la prestación del ingreso mínimo vital será incompatible con la 
percepción de la asignación económica por hijo o menor acogido a cargo, sin 
discapacidad o con discapacidad inferior al 33 por 100, cuando exista identidad de 
causante o beneficiaros de esta. 

En el supuesto de que la cuantía de la prestación de ingreso mínimo vital sea superior a 
la de la asignación económica por hijo o menor a cargo, se reconocerá el derecho a la 
prestación de ingreso mínimo vital. Dicho reconocimiento extinguirá el derecho a la 
asignación por hijo o menor a cargo del beneficiario del ingreso mínimo vital. 

Determinación de la cuantía 

La cuantía del ingreso mínimo vital para el beneficiario individual o la 
unidad de convivencia será la diferencia entre la renta garantizada y el 
conjunto de rentas e ingresos de tales personas, siempre que la cuantía 
resultante sea igual o superior a 10 euros mensuales. 

La cuantía mensual de la renta garantizada en 2024 es: 

▪ Para un beneficiario individual: el 100 por 100 del importe anual 
de las pensiones no contributivas dividido entre doce. En 2024 
son 604,21 euros. Esta cantidad se incrementa un 22 por 100 
si el perceptor tiene un grado de discapacidad igual o superior 
al 65 por 100. 

 



 

Acreditación de los requisitos  

1. La identidad, tanto de las personas solicitantes como de las 
que forman la unidad de convivencia, se acreditará mediante el documento 
nacional de identidad en el caso de los españoles y mediante el documento 
nacional de identidad de su país de origen o de procedencia, o la tarjeta de 
identificación de extranjero, o el pasaporte, en el caso de los ciudadanos 
extranjeros que, además, deben aportar el número personal de 
identificación (NIE) si no consta en los documentos presentados para 
acreditar la identidad o la residencia legal en España. 
 
El DNI es exigible a todos los españoles miembros de la unidad de 
convivencia, cualquiera que sea su edad, pero los menores de 14 años 
integrados en una unidad de convivencia están exentos del pago de tasas 
de expedición y renovación del DNI. 

2. La residencia legal en España se acreditará mediante la 
inscripción en el registro central de extranjeros, en el caso de 
nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea, 
Espacio Económico Europeo o la Confederación Suiza, o con 
tarjeta de familiar de ciudadano de la Unión o autorización de 
residencia, en cualquiera de sus modalidades, en el caso de 
extranjeros de otra nacionalidad.  
 

3. El domicilio en España se acreditará con el certificado de 
empadronamiento. 

4. La existencia de la unidad de convivencia se acreditará 
mediante el libro de familia, certificado del registro civil, y con 
los datos obrantes en los Padrones municipales relativos a 
los inscritos en la misma vivienda.  
 
La existencia de pareja de hecho se acreditará mediante certificación de la 
inscripción en alguno de los registros específicos existentes en las 
comunidades autónomas o ayuntamientos del lugar de residencia o 
documento público en el que conste la constitución de dicha pareja. Tanto 
la mencionada inscripción como la formalización del correspondiente 
documento público deberán haberse producido con una antelación mínima 
de dos años con respecto a la fecha de la solicitud de la prestación.    

5. El inicio de los trámites de separación o divorcio, o su existencia, se 
acreditará con la presentación de la demanda o con la correspondiente 
resolución judicial, o mediante documento público. 

6. No estar unido a otra persona por vínculo matrimonial o pareja de hecho, se 
acreditará por declaración jurada o afirmación solemne del propio sujeto 
que constará en la propia solicitud de la prestación. Dicha declaración 
jurada o afirmación solemne no impedirá que la entidad gestora requiera 
acreditación adicional en caso de duda fundada. 

7. Se considera persona sin hogar aquella que carece de techo y 
reside habitualmente en el municipio y se acreditará mediante 
el empadronamiento en un domicilio ficticio en aplicación de 
las correspondientes instrucciones técnicas a los 
Ayuntamientos sobre la gestión del Padrón municipal. 

8. La condición de persona con discapacidad igual o superior al 
65% se acreditará con certificado del órgano competente de 
las comunidades autónomas y del IMSERSO en Ceuta y 
Melilla. 

9. Se requerirá un certificado expedido por los servicios sociales 
competentes o por entidades del tercer sector de acción 
social inscritas en el registro de mediadores sociales del IMV, 
cuando fuera necesario para acreditar los siguientes 
requisitos:                                                                                             
                 

a) La residencia efectiva en España de las personas que a la fecha 

de la solicitud se encuentren empadronadas en un domicilio ficticio 
en aplicación de las correspondientes instrucciones técnicas a los 
Ayuntamientos sobre la gestión del Padrón municipal. 

b) El carácter temporal de la prestación de servicio residencial, de 
carácter social, sanitario o sociosanitario, de la que sea usuario el 
solicitante de la prestación de ingreso mínimo vital. 

10. En todo caso, se requerirá certificado expedido por 
los  servicios sociales competentes o por entidades del tercer 
sector de acción social inscritas en el registro de mediadores 
sociales del IMV para acreditar el riesgo de exclusión social 
en los supuestos de convivientes sin vínculo de parentesco. 

 

https://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Trabajadores/PrestacionesPensionesTrabajadores/65850d68-8d06-4645-bde7-05374ee42ac7#Acreditaciondelosrequisitos-plegable

